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Buenos Aires, 20 de abril de 2010

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por César

Alejandro Baldivieso en la causa Baldivieso César Alejandro s/

causa n° 4733", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que de conformidad con lo expuesto por el señor

Procurador General en el dictamen de fs. 21/26, a cuyos tér-

minos cabe remitirse en razón de brevedad, corresponde hacer

lugar a la queja y revocar la sentencia recurrida, reafirmando

la antigua línea jurisprudencial sentada por la Cámara de

Apelaciones en lo Criminal y Correccional en el fallo plenario

"Natividad Frías" del 26 de agosto de 1966.

En efecto, cualquiera sea el entendimiento de las

normas infraconstitucionales y, en concreto, de naturaleza

procesal, aplicables al caso, éstas nunca podrían ser inter-

pretadas pasando por alto el conflicto de intereses que se

halla en la base del caso concreto de autos. En abstracto

puede entenderse que se trata de la ponderación entre el de-

recho a la confidencialidad que le asiste a todo habitante de

la Nación que requiere asistencia a un profesional de la salud

Cuna acción privada incluso para quien se encuentra realizando

una conducta delictiva, en tanto parte integrante de su ámbito

de autonomía individual tal como señala el señor Procurador

General (art. 19 de la Constitución Nacional)C y el interés

del Estado en la persecución de los delitos; pero, en concreto

y en el caso, se trata nada menos que del derecho a la vida de

una persona y ese interés del Estado.

Es este mismo conflicto sobre el que se debatió en

el antiguo plenario mencionado, pues más allá de que en aquél

conjunto de casos la concurrencia al hospital había sido pre-

cedida por la realización de maniobras abortivas, fue el pe-
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ligro de muerte y el dilema al que se veía expuesto quien

había delinquido y demandaba auxilio para su vida, el argu-

mento central para su resolución (tal como puede advertirse en

numerosos pasajes del fallo en pleno). A modo de ejemplo puede

citarse el voto del juez Frías Caballero quien señala que el

imputado "confronta una grave situación dilemática: o solicita

el auxilio médico para conjurar el peligro en que se halla y

entonces se expone a la denuncia del hecho, al proceso y a la

condena criminal, o se resigna incluso a la posibilidad de

perder la vida".

Del mismo modo, es incuestionable que el estallido

de las cápsulas en el aparato digestivo del procesado impor-

taba un peligro cierto de muerte; de entenderse que son váli-

das las pruebas que surgen de la necesaria intervención médica

para evitar su propia muerte, el procesado aquí también se

hallaba en la disyuntiva de morir o de afrontar un proceso y

una pena (en palabras del juez Lejarza en ocasión del plenario

nombrado: el "inhumano dilema: la muerte o la cárcel"). Los

valores en juego en el caso concreto son, por ende, la vida y

el interés del Estado en perseguir los delitos, cualquiera sea

la gravedad de éstos y sin que quepa tomar en cuenta

distinciones contenidas en disposiciones procesales, pues esta

ponderación no puede resolverse con otra base que la jerarquía

de valores y bienes jurídicos que deriva de la propia

Constitución Nacional.

Siendo claro que la dignidad de la persona es un

valor supremo en nuestro orden constitucional, que es clara-

mente personalista y que, por ende, impone que cualquier norma

infraconstitucional sea interpretada y aplicada al caso con el

entendimiento señalado por ese marco general, cabe agregar

que, en consonancia con éste, el principio republicano de

gobierno impide que el Estado persiga delitos valiéndose de
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medios inmorales, como sería aprovecharse del inminente

peligro de muerte que pesa sobre el procesado que acude a la

atención médica, mediante la imposición de un deber al médico

que lo convierta en un agente de la persecución penal del

Estado.

No existe en el caso ningún otro interés en juego,

pues no mediaba peligro alguno ni había ningún proceso lesivo

grave en curso que fuese necesario detener para evitar daños a

la vida o a la integridad física de terceros, de modo que cabe

descartar toda otra hipótesis conflictiva.

El argumento alguna vez esgrimido de que el riesgo

de muerte inminente resulta de la propia conducta del proce-

sado es insostenible, pues remite a un actio libera in causa

que podría llevarse hasta cualquier extremo, dado que son

excepcionales los riesgos que en alguna medida no sean previ-

sibles y reconducibles a conductas precedentes.

Por ello y oído el señor Procurador General, se hace

lugar a la queja, se declara procedente el recurso extraordi-

nario se revoca la sentencia apelada, se declara la nulidad de

todo lo actuado en esta causa y se absuelve a César Alejandro

Baldivieso, de las demás condiciones personales obrantes en

autos, del delito de transporte de estupefacientes (artículo 5°

inciso c de la ley 23.737), en calidad de autor,

-//-
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-//-por el que fuera acusado, sin costas. Agréguese la queja

al principal. Hágase saber y devuélvase. RICARDO LUIS LOREN-

ZETTI - ELENA I. HIGHTON de NOLASCO (según su voto)- CARLOS S.

FAYT - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (según su voto)- JUAN CARLOS

MAQUEDA - E. RAUL ZAFFARONI - CARMEN M. ARGIBAY (según su

voto).

ES COPIA

VO-//-
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-//-TO DE LA SEÑORA VICEPRESIDENTA DOCTORA DOÑA ELENA I.

HIGHTON DE NOLASCO Y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

Que de conformidad con lo expuesto por el señor

Procurador General en el dictamen de fs. 21/26, a cuyos

términos cabe remitirse en razón de brevedad, corresponde

hacer lugar a la queja y revocar la sentencia recurrida, rea-

firmando la antigua línea jurisprudencial sentada por la Cá-

mara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional en

el fallo plenario "Natividad Frías" del 26 de agosto de 1966.

En efecto, cualquiera sea el entendimiento de las

normas infraconstitucionales y, en concreto, de naturaleza

procesal, aplicables al caso, éstas nunca podrían ser inter-

pretadas pasando por alto el conflicto de intereses que se

halla en la base del caso concreto de autos. En abstracto

puede entenderse que se trata de la ponderación entre el de-

recho a la confidencialidad que le asiste a todo habitante de

la Nación que requiere asistencia a un profesional de la salud

y el interés del Estado en la persecución de los delitos, pero

en concreto y en el caso, se trata nada menos que del derecho

a la vida de una persona y ese interés del Estado.

Es incuestionable que el estallido de las cápsulas

en el aparato digestivo del procesado importaba un peligro

cierto de muerte; de entenderse que son válidas las pruebas

que surgen de la necesaria intervención médica para evitar su

propia muerte, el procesado se hallaba ante la disyuntiva de

morir o de afrontar un proceso y una pena. Los valores en

juego en el caso concreto son, por ende, la vida y el interés

del Estado en perseguir los delitos, cualquiera sea la grave-

dad de éstos y sin que quepa tomar en cuenta distinciones

contenidas en disposiciones procesales, pues esta ponderación
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no puede resolverse contra otra base que la jerarquía de va-

lores y bienes jurídicos que deriva de la propia Constitución

Nacional.

Siendo claro que la dignidad de la persona es un

valor supremo en nuestro orden constitucional, que es clara-

mente personalista y que, por ende, impone que cualquier norma

infraconstitucional sea interpretada y aplicada al caso con el

entendimiento señalado por ese maro general, cabe agregar que,

en consonancia con éste, el principio republicano de gobierno

impide que el Estado persiga delitos valiéndose de medios

inmorales, como sería aprovecharse del inminente peligro de

muerte que pesa sobre el procesado que acude a la atención

médica, mediante la imposición de un deber al médico que lo

convierta en un agente de la persecución penal del Estado.

No existe en el caso ningún otro interés en juego,

pues no mediaba peligro alguno ni había ningún proceso lesivo

grave en curso que fuese necesario detener para evitar daños a

la vida o a la integridad física de terceros, de modo que cabe

descartar toda otra hipótesis conflictiva.

El argumento alguna vez esgrimido de que el riesgo

de muerte inminente resulta de la propia conducta del proce-

sado es insostenible, pues remite a una actio libera in causa

que podría llevarse hasta cualquier extremo, dado que son

excepciones los riesgos que en alguna medida no sean previsi-

bles y reconducibles a conductas precedentes.

Por ello y oído el señor Procurador General, se hace

lugar a la queja, se declara procedente el recurso extraordi-

nario se revoca la sentencia apelada, se declara la nulidad de

todo lo actuado en esta causa y se absuelve a César Alejandro

Baldivieso, de las demás condiciones personales obrantes en

autos, del delito de transporte de estupefacientes (artículo 5°

inciso c de la ley 23.737), en calidad de autor, por el que
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fuera acusado, sin costas. Agréguese la queja al principal.

Hágase saber y devuélvase. ELENA I. HIGHTON de NOLASCO -

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

ES COPIA

VO-//-
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-//-TO DE LA SEÑORA MINISTRA DOCTORA DOÑA CARMEN M. ARGIBAY

Considerando:

1°) El 20 de octubre de 2002 César A. Baldivieso

ingresó al Hospital San Bernardo ubicado en la capital salteña

y tras diagnosticársele una obstrucción intestinal producida

por la presencia de cápsulas Cque más tarde se determinó

contenían clorhidrato de cocaínaC, fue intervenido quirúrgi-

camente. En esa circunstancia se le extrajeron de su cuerpo

trece envolturas y otras tantas expulsó naturalmente. Todas

ellas fueron incautadas por personal policial al que los mé-

dicos del nosocomio habían puesto sobre aviso.

Tras el juicio oral, el 24 de junio de 2003, el

Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Salta condenó a César

Alejandro Baldivieso a cuatro años de prisión, multa de dos-

cientos veintiséis pesos e inhabilitación absoluta por el

término de la condena, como autor responsable del delito de

transporte de estupefacientes (artículo 5°, inciso c de la ley

23.737).

La defensa cuestionó en el recurso de casación úni-

camente la calificación asignada por el tribunal oral en punto

a que se tuviera el delito por consumado. En este sentido

señaló que el imputado, debido a la obstrucción intestinal,

nunca pudo disponer de las cápsulas con cocaína, las que debió

evacuar con asistencia médica en el hospital. Concluyó, por

tales razones, que se trataba de un delito imposible o, en

todo caso, que no llegó a completarse.

Más tarde, en el término de oficina, amplió sus

agravios e incorporó un nuevo argumento que, a su criterio,

habilitaba la intervención de la Cámara Nacional de Casación

Penal aún sin planteo de parte al tratarse de una nulidad

absoluta. Con cita del conocido plenario de la Cámara Nacional

en lo Criminal y Correccional de esta ciudad "Natividad Frías"
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afirmó que no fue libre el consentimiento que prestó

Baldivieso para que se le extrajera el material que luego

fuera utilizado en su contra, pues había sido obtenido en el

transcurso de una situación acuciante en la que se debatía

entre la vida y la muerte.

En relación con el precedente "Zambrana Daza" de

esta Corte (Fallos: 320:1717), estimó que en la presente causa

la demanda angustiosa de auxilio no podía equipararse al

consentimiento libre, sino que debía ser considerada como

producto de la aflicción o tortura que la ingesta de las cáp-

sulas le estaba causando a Baldivieso.

En resumidas cuentas, sostuvo que se había afectado

la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, por

lo que solicitó que se excluyese la prueba obtenida en forma

ilegal derivada de la comparecencia del imputado al hospital.

De este modo, y por no haber una fuente independiente de

prueba, debía anularse todo lo actuado.

Por su parte los integrantes de la Sala II de la

Cámara Nacional de Casación Penal informaron que no podía

juzgarse violada la garantía que prohíbe la autoincriminación,

pues la autoridad pública no había exigido coactivamente del

imputado su cooperación en el aporte de pruebas de cargo, sino

que la asistencia médica le permitió expulsar las cápsulas,

sin que hubiera existido engaño o coacción.

Recordaron los jueces que en el precedente "Zambrana

Daza" (Fallos: 320:1717) la Corte señaló que el riesgo asumido

por el individuo que delinque y decide concurrir a un hospital

público en procura de asistencia médica incluye la posibilidad

de que la autoridad pública tome conocimiento del delito.

Señalaron que el imputado Baldivieso, al momento de la

indagatoria, había manifestado que acudió al hospital,

arrepentido de ingerir las cápsulas con droga, por lo que no
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advertían vicios del consentimiento que pudieran invalidar el

procedimiento.

En el recurso extraordinario la defensa criticó que

el tribunal a quo rechazara sus agravios aplicando el prece-

dente "Zambrana Daza" a un supuesto de hecho distinto. Situó

la diferencia en que en aquel fallo la imputada no se vio

inmersa en el dilema de optar entre la cárcel o la muerte,

mientras que la situación de Baldivieso era apremiante. Por lo

demás, estimó que, aún si se reputase aplicable el citado

precedente, había cambiado la composición de los miembros de

la Corte, circunstancia que justificaba su revisión.

Declarado inadmisible el recurso, la defensa pre-

sentó queja en esta instancia. Agregó a sus argumentos que

Baldivieso se había visto forzado a acudir a un hospital pú-

blico por carecer de medios económicos para afrontar la aten-

ción privada y que frente a esta situación resultaría una

falacia estimar que la elección del hospital público fue li-

bre.

Además señaló que el procedimiento tuvo su origen en

la revelación ilegítima del secreto profesional. En este punto

argumentó que quien carece de medios económicos no tiene otra

alternativa que concurrir a un hospital estatal, donde la

doble condición de médico y funcionario público juega en

contra de que la información resultante de la consulta quede

resguardada bajo el secreto profesional, a diferencia de lo

que sucede en un consultorio médico privado.

Por último, sostuvo que la relación médico-paciente

formaba parte del derecho a la intimidad más allá del carácter

público o privado del establecimiento en que la prestación

médica tenga lugar.

2°) En esta instancia se le confirió traslado al

señor Procurador General quien comenzó por señalar que el



-12-

secreto médico es un dispositivo tendiente a asegurar la in-

timidad de un ámbito privado relativo a la información acerca

del propio estado de salud psicofísica, cuya protección en-

cuentra respaldo en el artículo 19 de la Constitución Nacio-

nal.

Tras interpretar normas legales referidas a la

obligación de los funcionarios y médicos en general de denun-

ciar los delitos que conociesen en el ejercicio de su función,

juzgó que, más allá de las diversas interpretaciones

normativas, la tensión entre el derecho a la intimidad de

quien busca auxilio médico y el interés del Estado en la re-

presión del delito, debía resolverse a favor del primero.

Argumentó que la confidencialidad médico-paciente promueve la

confianza general y, por lo tanto, redunda en beneficio de la

salud pública. El deber de guardar el secreto debería ceder,

según señaló, sólo frente a la existencia de un peligro con-

creto para otros y no de un fin abstracto o general. Con estos

argumentos, se sumó al pedido de la defensa.

3°) Entiendo que en autos existe cuestión federal: la

sentencia examina el punto constitucional propuesto por la

defensa y, sobre la base de una inteligencia distinta de las

cláusulas constitucionales en juego (artículos 18 y 19 de la

Constitución Nacional), se ha pronunciado en sentido contrario

al derecho del imputado. En tales condiciones, debe hacerse

lugar a la queja y declararse que el recurso extraordinario

resulta formalmente admisible en los términos del artículo 14,

inciso 3, de la ley 48.

4°) Antes de comenzar, y a fin de delimitar el ámbito

de las garantías constitucionales que serán objeto de

análisis, cabe hacer una aclaración respecto de una petición

contenida tanto en los escritos de la defensa como en la pre-

sentación de diversas organizaciones que han actuado como
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amigos del tribunal en el marco de la acordada 28/2004. Se

trata de la posible aplicación al caso de la doctrina sentada

por el plenario "Natividad Frías", dictado por la Cámara Na-

cional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la

Capital Federal, el 26 de agosto de 1966. Es oportuno recordar

que ese fallo dejó establecido que no puede instruirse sumario

criminal en contra de una mujer que haya causado su propio

aborto, o consentido en que otro se lo causare, sobre la base

de la denuncia efectuada por un profesional del arte de curar

que haya conocido el hecho en ejercicio de un cargo oficial.

Los argumentos en que se apoya el plenario no pueden

ser aislados del contexto en que fueron desarrollados, a

saber, las especiales circunstancias que rodean a la práctica

clandestina del aborto, así como las serias dudas que se

abren, en el marco de imputaciones concretas, sobre la razo-

nabilidad de su persecución penal. Prueba de lo que se acaba

de decir es que, a más de cuarenta años del dictado del ple-

nario "Natividad Frías", su aplicación ha estado ceñida al

delito de aborto, pese a que, sus argumentos, extrapolados de

la manera en que ahora se pretende, cobran una generalidad que

los haría en apariencia aplicables a otro tipo de delitos.

Ha sido, entonces, la común percepción que tuvieron

jueces, de ideas y formaciones diversas, de que la potestad

persecutoria del Estado se veía debilitada, contrarrestada,

por la magnitud de la tragedia que enfrenta una mujer al de-

cidir y luego practicarse un aborto clandestino, así como del

riesgo al que ella exponía su vida lo que determinó al mismo

tiempo el pronunciamiento del plenario "Natividad Frías" y sus

alcances. Es en la desproporción tan patente del daño que

enfrenta la mujer que se practica un aborto y no en las ex-

presiones generales contenidas en sus fundamentos donde radica

la autoridad y permanencia del precedente "Natividad Frías",
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al punto de contar con seguimiento inclusive por tribunales

que no están formalmente obligados por él.

Estas mismas particularidades son las que tornan

objetable la extensión de esos argumentos generales a procesos

en que se investigan otros delitos cuya criminalización por la

ley no está rodeada de similares reservas y por consiguiente

tampoco han sido objeto de tan intenso debate social como el

provocado por la penalización del aborto.

5°) Hecha esta aclaración, corresponde dar trata-

miento al resto de los argumentos propuestos.

Durante la actividad recursiva, la defensa esgrimió

diversas razones tendientes a cuestionar la doctrina sentada

por esta Corte en el caso "Zambrana Daza" del año 1997 (Fa-

llos: 320:1717). En aquél entonces se discutió si podía con-

siderarse válida la prueba incriminatoria obtenida durante la

atención médica, en contra de la misma persona que ha concu-

rrido a un hospital en procura de asistencia. La conclusión de

aquél análisis fue que las manifestaciones que se formulan en

ese contexto no violan la prohibición de autoincriminación del

artículo 18 de la Constitución Nacional, en tanto deben

considerarse partes del desenlace posible de una acción ilí-

cita ejecutada con conocimiento de los riesgos que involucra y

que, en todo caso, corresponde que sean asumidas por quien,

pese a ello, decide transgredir la ley.

Más allá de este fallo, un grupo de precedentes de

esta Corte ha delineado pautas en torno al alcance de la ga-

rantía que prohíbe obligar a las personas a declarar contra sí

mismas en el marco de las actuaciones judiciales y durante la

investigación policial. Así, se han declarado inválidas las

declaraciones del imputado al que previamente se le había

exigido prestar juramento de decir verdad (Fallos: 1:350 y

281:177), pues se estimó que tal imposición constituía una
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forma de presión. Por otro lado, se fijaron condiciones para

la válida incorporación al proceso de las llamadas "declara-

ciones espontáneas", anulándolas en cuanto fueren producto de

violencia física (Fallos: 303:1938; 310:1847) o coacción (Fa-

llos: 315:2505; 317:956, entre otros).

Este estándar ha servido para precisar el alcance de

la garantía en relación con los límites de los organismos del

Estado en el ejercicio de la actividad encaminada a la

persecución de los delitos. Por consiguiente, no resulta de

aplicación, en principio, para los casos en los que la volun-

tad ha sido impulsada, por ejemplo, por la propia mortifica-

ción anímica o física de quien expone aquello que lo incrimi-

na, si en ese desenlace no ha existido participación ilegítima

de terceros, en particular de funcionarios estatales. Dicho de

otra manera: la garantía constitucional contra la au-

toincriminación está dirigida contra los abusos de otras per-

sonas y no contra la acción de la naturaleza, las autoagre-

siones o incluso la fuerza ejercida dentro de la ley por los

funcionarios encargados de hacerla cumplir.

Por otra parte, una interpretación de la garantía

desvinculada de su función como freno a los excesos del Estado

y que se apoye en la falta de conformidad del imputado con la

obtención de determinados medios de prueba, supone una regla

según la cual este último contaría con una suerte de veto

respecto de los elementos de juicio indispensables para

cumplir satisfactoriamente con la función judicial penal. En

efecto, aquellos rastros resultantes de cualquier elemento

orgánico proveniente del imputado, hallado en la escena del

crimen, o en su propia morada a la que la policía accede me-

diante una orden judicial de allanamiento, nunca son volunta-

riamente dejados allí; sin embargo, si tales procedimientos no

son percibidos normalmente como una autoincriminación forzada,
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es porque son obtenidos sin mediar engaño o fuerza sobre el

imputado, es decir, sin abuso por parte de los funcionarios

que han intervenido. (Ver, en tal sentido, lo resuelto por

esta Corte, avalando procedimientos de este tipo en el caso

"Gualtieri Rugnone de Prieto, Emma Elidia y otros s/

sustracción de menores de 10 años" (Fallos: 332:1769), en

contraste con lo decidido en la causa "Gualtieri Rugnone de

Prieto, Emma y otro s/ sustracción de menores de 10 años"

(Fallos: 332:1835).

Por lo tanto, de acuerdo con la interpretación que

estimo más plausible de la Constitución Nacional, que puede

ser sostenida de manera consistente en los diversos tipos de

casos que se presentan a los tribunales penales, la utiliza-

ción como prueba de cargo de aquellos materiales obtenidos

legítimamente por el médico que atiende al imputado no implica

que el acusado haya sido obligado a declarar contra sí mismo,

en violación a la garantía constitucional establecida por su

artículo 18.

Si bien, de acuerdo con el razonamiento precedente,

es correcto decir que Baldivieso no fue Cen ningún sentido

inteligibleC obligado a declarar contra sí mismo, ello sin

embargo no agota el análisis constitucional. Según ya se ha

recordado, esta Corte, en el precedente "Zambrana Daza", se

limitó a rechazar la posibilidad de que en estos casos se

viese alterado el derecho a no declarar contra sí mismo y,

aunque por diferentes razones a las dadas en aquella oportu-

nidad por el Tribunal, corresponde mantener esa conclusión.

Resta examinar si la sentencia apelada supera un

escrutinio basado en el derecho a la vida privada que, a tra-

vés de diversas garantías específicas, establece también el

artículo 18 de la Constitución Nacional, examen éste que ha

sido propuesto por el señor Procurador General en su dictamen.
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6°) En las presentaciones hechas ante este Tribunal

por la parte recurrente y también por el señor Procurador

General, se alude al derecho del imputado a su privacidad o

intimidad de un modo poco preciso, que hace necesario, en

orden a una recta interpretación de la Constitución Nacional,

hacer algunas aclaraciones con carácter preliminar.

La intimidad o privacidad, entendida en sentido

lato, se encuentra protegida por nuestro derecho vigente con

desigual intensidad según cuál sea el aspecto de la vida pri-

vada que se busca resguardar; no es el mismo tipo de asegura-

miento el que provee el artículo 19 de la Constitución Nacio-

nal que el resultante del artículo 18 y otras cláusulas, que

establecen fórmulas similares, de los pactos de derechos hu-

manos incorporados por el artículo 75, inciso 22 de la Cons-

titución Nacional.

El primero de los preceptos mencionados está diri-

gido a excluir de todo tipo de interferencia estatal aquellas

acciones que en modo alguno afecten a terceros, es decir, que

no generen efectos dañosos sobre otras personas. En la medida

que esto último haya sido debidamente establecido, la prohi-

bición de interferir en tal tipo de acciones es absoluta.

La protección acordada por el artículo 18 de la

Constitución Nacional se refiere a la exclusión de terceros

(los funcionarios públicos entre ellos) de ciertos ámbitos

propios de la persona, a los que también se puede llamar

"privados" o "exclusivos". Por antonomasia, cae en esta cate-

goría el domicilio o vivienda, pero también incluye el ar-

tículo 18 de la Constitución Nacional a los papeles privados y

a la correspondencia epistolar. A diferencia de la protección

asignada por el artículo 19 de la Constitución Nacional, la

interferencia en estos ámbitos privados por parte de las

autoridades públicas no se halla excluida de manera absoluta,
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sino que se la sujeta a determinados requisitos, tal como la

orden de autoridad competente.

Ahora bien, en el presente caso, la Defensa y el

Procurador General, más allá de invocar genéricamente que la

acción de Baldivieso encontraba protección en el artículo 19

de la Carta Magna, no han proporcionado razones para identi-

ficar cuál habría sido la acción privada inocua para terceros

que debería protegerse de interferencias estatales.

En el caso, como afirmé más arriba, la consulta

médica se produjo en el curso de una acción delictiva cuya

aptitud para perjudicar a terceros no ha sido puesta en tela

de juicio.

En efecto, el tráfico de drogas, más allá del medio

que se utilice para lograrlo, es una conducta dañosa por el

peligro que la distribución de la mercancía ilegal representa

para la salud pública. Por lo tanto, salvo que se pretenda

fundar la inconstitucionalidad de la punición del tráfico de

estupefacientes bajo la modalidad que aquí se examina, no hay

modo de reputar inofensiva la conducta de Baldivieso.

Es conclusión necesaria de lo que se lleva dicho,

que el artículo 19 de la Constitución Nacional no otorga in-

munidad contra la interferencia estatal respecto de acciones

delictivas, aún cuando incluya en su desarrollo la consulta a

un médico.

Resulta adecuado, entonces, analizar la intimidad

cuya vulneración se aduce, en función de la protección que le

acuerda el artículo 18 del texto constitucional.

7°) El artículo 18 de la Constitución Nacional pro-

tege específicamente al domicilio, la correspondencia episto-

lar y los papeles privados, es decir, los ámbitos donde

transcurre la vida privada de las personas contra invasiones

arbitrarias, especialmente las perpetradas por los agentes
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estatales. Además, diversas normas de los pactos internacio-

nales incorporados a nuestra Constitución al regular idéntica

garantía, confieren similar protección a lo que de manera

genérica se denomina como "vida privada" (artículos 11 de la

Convención Americana sobre Derechos Humanos, 17 del Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 12 de la De-

claración Universal de los Derechos Humanos).

La conexión entre el concepto de vida privada uti-

lizado de manera expresa en las convenciones de derechos hu-

manos y las disposiciones del artículo 18 de la Constitución

Nacional tiene base en el texto de cada una de las cláusulas

citadas. Así, el artículo 11.2 de la Convención Americana

contiene una lista de ámbitos de protección que comienza con

la referencia a la vida privada para agregar luego a la fami-

lia, el domicilio y la correspondencia, es decir, los mismos

objetos de tutela referidos por el artículo 18 de la Consti-

tución Nacional. Exactamente lo mismo sucede con la letra de

los artículos 17.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles

y Políticos y 12 de la Declaración Universal de Derechos

Humanos.

En otras palabras, todas estas cláusulas asocian la

protección que debe otorgarse al domicilio y la corresponden-

cia con la que debe reconocerse a lo que se nombra como "vida

privada", cuyo significado, llegado el caso, deberá ser pre-

cisado por los jueces, a quienes corresponde examinar qué

intereses individuales merecen razonablemente incluirse en

aquél concepto y, por lo tanto, admiten un tipo de protección

análogo al que la Constitución otorga al domicilio o la co-

rrespondencia.

Ahora bien, en este sentido es difícil concebir un

ámbito más "privado" que el propio cuerpo. Precisamente, si

los constituyentes encontraron serios motivos para prodigar
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protección contra las injerencias del gobierno a la intimidad

que está resguardada "en un sobre" (al domicilio, la corres-

pondencia epistolar y los papeles privados, según reza la

Constitución), esto es, un ámbito cuya proximidad a la persona

es relativamente menor, más fundamento hay para entender que

esa protección alcanza al mismo cuerpo de la persona. En

efecto, el derecho de cada persona a excluir interferencias o

invasiones de terceros en su cuerpo es un componente necesario

de la vida privada en la que rige el principio de autonomía

personal, por lo que este ámbito debe compartir, como mínimo,

la misma expectativa de reserva que los lugares expresamente

mencionados en el texto constitucional.

81) Una derivación necesaria del principio mencionado

en el párrafo anterior es la afirmación de la prerrogativa que

las personas tienen a realizar todas aquellas acciones

orientadas al cuidado y preservación de la integridad y salud

física. Este cuidado de sí es, entonces, originaria y

primordialmente un comportamiento que se lleva a cabo en el

marco de privacidad la que, como se ha visto, encuentra la

misma protección constitucional que, en general, se reconoce a

la vida privada y a sus diversas manifestaciones.

Cuando los cuidados del cuerpo son realizados por

las personas con el auxilio de un tercero, como es el caso del

médico, no cabe presumir, al menos sin un fundamento ra-

zonable, que ha mediado una renuncia a la exclusividad o re-

serva garantizada por la Constitución Nacional contra las

invasiones gubernamentales.

Es en este ámbito de privacidad en el que debe si-

tuarse la figura del secreto médico, en cuanto exige a los

profesionales de la salud mantener la confidencialidad sobre

la información obtenida a través del vínculo profesional con

su paciente, deber que es definido y reglamentado en el ar-
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tículo 11 de la ley 17.132, sobre Ejercicio de la Medicina,

cuyo texto es el siguiente:

Art. 11.- Todo aquello que llegare a conocimiento de las per-

sonas cuya actividad se reglamenta en la presente ley, con motivo o en

razón de su ejercicio, no podrá darse a conocer - salvo los casos que otras

leyes así lo determinen o cuando se trate de evitar un mal mayor y sin

perjuicio de lo previsto en el Código Penal, sino a instituciones,

sociedades, revistas o publicaciones científicas, prohibiéndose facilitarlo

o utilizarlo con fines de propaganda, publicidad, lucro o beneficio

personal.

No obstante, como ya se adelantó, el derecho a la

vida privada no es absoluto, y, concordantemente con ello, la

legislación vigente admite, bajo ciertas condiciones, la in-

jerencia en ese ámbito protegido. En tal sentido, el mismo

artículo antes citado exceptúa a los médicos de dicha obliga-

ción en los "(...) casos que otras leyes así lo determinen o

cuando se trate de evitar un mal mayor y sin perjuicio de lo

previsto en el Código Penal (...)"

Por otra parte, la confidencialidad cede frente a la

obligación de denunciar determinadas enfermedades como la

lepra, pestes, las enfermedades venéreas en período de conta-

gio (leyes 11.359, 11.843, 12.331 y 16.668, respectivamente),

las enfermedades infectocontagiosas o transmisibles a las que

se refiere la ley 15.465, o la obligación de denunciar los

nacimientos y defunciones (leyes 14.586). Otras tantas excep-

ciones surgen de la ley 23.798 de la lucha contra el sida y su

decreto reglamentario, que, entre otras hipótesis releva al

médico del secreto "para evitar un mal mayor". Esta última

fórmula, también utilizada en el artículo 11 de la ley 17.132

ya citado, deja librada a la apreciación al profesional de la

salud la necesidad de revelar el secreto médico.

91) La obligación de denunciar los delitos perse-

guibles de oficio que, según el artículo 177 del Código Pro-
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cesal Penal de la Nación, tienen "...los funcionarios o em-

pleados públicos que los conozcan en el ejercicio de sus fun-

ciones. 2- Los médicos, parteras, farmacéuticos y demás per-

sonas que ejerzan cualquier rama del arte de curar, en cuanto

a los delitos contra la vida y la integridad física que co-

nozcan al prestar los auxilios de su profesión, salvo que los

hechos conocidos estén bajo el amparo del secreto profesio-

nal...", es como las otras normas mencionadas más arriba, una

restricción legal a la privacidad en función que compete al

Estado de prevenir y sancionar la comisión de delitos.

En este sentido, así como diversas normas procesales

penales establecen cuáles deben ser los recaudos que preceden

el avance del Estado en determinados ámbitos como el

domicilio, la intrusión en el espacio de privacidad que rodea

la relación médico-paciente, también se encuentra reglada por

las normas antes citadas, cuya constitucionalidad no ha sido

impugnada a lo largo del proceso. De modo que, más allá de las

cláusulas constitucionales que garantizan el derecho de las

personas al respeto de su vida privada, en el caso la solución

se encuentra regida por las citadas disposiciones legales y es

en función de estas últimas que corresponde determinar si la

causa tuvo un origen válido en la denuncia de un profesional

de la salud.

10) Sobre la base de lo que se lleva dicho hasta

aquí y establecida la inteligencia que corresponde otorgar a

las cláusulas constitucionales en juego, correspondería, de

conformidad con el principio general sentado en el artículo 16

de la ley 48, revocar la sentencia apelada y ordenar el

dictado de un nuevo pronunciamiento que resuelva si, en el

marco de las leyes nacionales mencionadas (Código Procesal

Penal de la Nación y ley 17.132), la noticia que los médicos

dieron a la policía sobre la situación de Baldivieso consti-
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tuye una denuncia válida o, por el contrario, implicó una

fractura del secreto médico, tema que, en principio no co-

rresponde a ninguna de las cuestiones federales que, de

acuerdo con el artículo 14 de la misma ley, dan lugar al re-

curso extraordinario.

Sin embargo, el considerable tiempo que ha insumido

la tramitación de esta causa y, en especial, la deliberación

por esta Corte del punto central vinculado con el derecho

constitucional a la vida privada, su reglamentación legisla-

tiva y la incidencia sobre la resolución de esta causa, jus-

tifican hacer uso de la excepcional atribución establecida

también en el artículo 16 de la ley 48 y pasar a la resolución

sobre el fondo de la cuestión (Fallos: 189:292; 220:1107;

325:3000).

11) Como se ha visto, la ley 17.132 define el se-

creto médico como toda aquella información que "llegare a

conocimiento" de las personas que practican el ejercicio de la

medicina, odontología y actividades de colaboración "con

motivo o en razón de su ejercicio". También se mencionó que el

alcance del secreto médico en conexión con hechos de carácter

delictivo, se encuentra fijado, en el ámbito federal, por el

Código Procesal Penal de la Nación que, en su artículo 177,

establece dos estándares diferentes, uno para los funcionarios

y empleados públicos y otro para las personas que ejerzan el

arte de curar: los primeros tienen el deber de denunciar todo

delito que llegue a su conocimiento en ejercicio de sus

funciones, los segundos solamente los delitos contra la vida y

la integridad física que no hayan sido conocidos bajo el

amparo del secreto profesional.

Cuando se trata de personas que revisten ambas con-

diciones, es decir, actúan en carácter de funcionarias y mé-

dicas simultáneamente, se presenta el problema de decidir cuál
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de los dos deberes deben cumplir, puesto que el significado de

uno y otro es diverso y, al momento de su aplicación, pueden

incluso resultar mutuamente excluyentes. Esto sucede cuando

tales personas funcionarias-médicas, en ocasión de su trabajo,

toman conocimiento de un delito que no es de los que se

dirigen contra la vida o la integridad física. En tales

circunstancias el mismo sujeto se encontraría, a la vez,

obligado a denunciarlo, por ser funcionario (según el artículo

177.1), relevado de denunciarlo, por ser médico y no tratarse

de un delito contra la vida o la integridad física (según el

artículo 177.2) e, incluso, impedido de denunciarlo, por

tratarse de un hecho conocido con motivo o en razón de la

atención médica (artículo 11 de la ley 17.132). Esta con-

fluencia de normas pudo tornar incierta para los médicos que

atendieron a Baldivieso la decisión sobre cuál era la acción

debida, aunque, como se verá, ello no puede redundar en per-

juicio del imputado al momento de decidir sobre la procedencia

de la acusación en su contra.

Es cierto, como se ha dicho (p.e. Soler, Sebastián,

Derecho Penal, Buenos Aires, 1951, Tomo IV, Capítulo 107,

apartado X), que si a los médicos funcionarios públicos se les

exige el deber de denunciar propio de todos los funcionarios,

entonces se produciría un efecto social discriminatorio entre

las personas que tienen recursos para acceder a la medicina

privada y aquellas que sólo cuentan con la posibilidad que

brindan los establecimientos estatales: las primeras contarían

con una protección de un secreto médico (y, por ende, de su

salud) más amplio que las segundas. Por otra parte, dado que

las normas sobre secreto médico tienen la finalidad que

alcanza tanto a los médicos públicos como a los privados

(facilitar un ámbito protegido que permita la obtención de

toda la información relevante para su salud que el paciente
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pueda brindar), es razonable entender que el menor alcance del

deber de denunciar que pesa sobre los médicos, establecido en

el artículo 177.2 del Código Procesal Penal de la Nación, se

justifica tanto a una como a otra clase de facultativos. Por

tales razones, debe concluirse que el deber de denunciar que

pesa sobre los médicos públicos, es decir aquellos que ejercen

la medicina en su condición de funcionarios estatales, es el

mismo que tienen los médicos privados y no va más allá.

12) Resta señalar que, además de no encontrarse

obligados a dar noticia a la policía, los médicos que aten-

dieron a Baldivieso tenían prohibido hacerlo, según la inter-

pretación que se ha hecho anteriormente de las normas que

reglamentan este aspecto de la vida privada. En efecto, está

fuera de toda discusión que los facultativos tomaron conoci-

miento de la existencia de droga en el tracto digestivo de

Baldivieso con motivo de prestarle atención médica (artículo

11 de la ley 17.132) y, por otro lado, ninguna alegación se ha

hecho de que estuviesen presentes algunas de las circuns-

tancias que relevasen a los médicos del secreto, esto es, que

hubiesen actuado en el entendimiento de que se encontraban

ante un delito contra la vida o la integridad física o que

estuviesen ante la necesidad de evitar un mal mayor, estable-

cidas respectivamente o en el artículo 177.2 del Código Pro-

cesal Penal de la Nación en el mismo artículo 11 de la ley

17.132.

Por ello y oído el señor Procurador General, se hace

lugar a la queja, se declara procedente el recurso extraordi-

nario se revoca la sentencia apelada, se declara la nulidad de

todo lo actuado en esta causa y se absuelve a César Alejandro

Baldivieso, de las demás condiciones personales obrantes en

autos, del delito de transporte de estupefacientes (artículo 5°

inciso c de la ley 23.737), en calidad de autor, por el que
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fuera acusado, sin costas. Agréguese la queja al principal.

Hágase saber y devuélvase. CARMEN M. ARGIBAY.

ES COPIA

Recurso de hecho interpuesto por la Defensora Oficial Dra. Stella Marís Martínez,
en representación de César Alejandro Baldivieso.
Tribunal de origen: Cámara Nacional de Casación Penal - Sala II.
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Para acceder al Dictamen de la Procuración General de la Na-

ción ingrese a :

http://www.mpf.gov.ar/dictamenes/2006/righi/1/b_c_a_b_436_l_40.pdf


